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Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

 
RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante nos, Luis Hernández Fernández 

(peticionario), quien, mediante recurso discrecional de certiorari, nos 

solicita que revisemos un dictamen, emitido por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI), contenido en una Minuta 

en la que se consignaron las incidencias de una vista de 

procesabilidad al amparo de la Regla 240 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 240, celebrada el 13 de julio de 2018. 

La minuta se transcribió y notificó el 17 de julio de 2018. En 

síntesis, en su dictamen, el TPI denegó la solicitud de desestimación 

de la acusación por agresión simple que pesa contra el peticionario, 

quien por más de un año no ha enfrentado juicio, por haber 

mediado durante el proceso una determinación de no 

procesabilidad. 

  Inconforme con la determinación, el peticionario a través de 

su representación legal, acudió ante nos mediante el recurso de 

epígrafe. Posteriormente, concedimos oportunidad al Procurador 
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General para que presentara su oposición. Así lo hizo. Ahora, con el 

beneficio de la comparecencia de las partes, resolvemos. 

Adelantamos que denegamos la solicitud para la expedición del auto 

de certiorari. Regla 40(F) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40(F). 

  A continuación, esbozamos una breve relación de los hechos e 

incidencias procesales más relevantes para la resolución del caso. 

I 

  El 13 de julio de 2017 se presentó contra el peticionario una 

Denuncia por la alegada comisión de una agresión simple (Artículo 

108 del Código Penal; (33 LPRA § 5161). Celebrada la 

correspondiente vista, se hizo una determinación de causa probable 

para su arresto. Se le impuso una fianza de $100.00, la cual, no 

pudo prestar. Seguido, fue ingresado al sistema correccional en 

calidad de sumariado. De acuerdo al expediente, se fijó para el 29 

de agosto de 2017 la celebración del juicio. 

  El día del juicio, la representación legal del peticionario 

advirtió al Tribunal sobre la conveniencia de ordenar la evaluación 

psiquiátrica de aquél por el perito del Estado. Sugirió que su 

representado no se encontraba procesable. El Tribunal acogió la 

solicitud y proveyó para que se evaluara al peticionario el 6 de 

septiembre de 2017. La vista de procesabilidad al amparo de la 

Regla 240 de Procedimiento Criminal, supra, se celebraría el 8 de 

septiembre de 2017. A consecuencia de los Huracanes que azotaron 

la Isla, la celebración de vista de procesabilidad no se concretó ni en 

septiembre ni en octubre de 2017. Se fijó un nuevo señalamiento 

para el 10 de noviembre de 2017. 

  Llegado el día de la vista, y conforme al récord, el perito 

psiquiatra del Estado expresó al Tribunal que no pudo evaluar al 

peticionario para rendir su opinión. Por lo que, se proveyó para un 

nuevo señalamiento a celebrarse el 8 de diciembre de 2017. En esa 
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vista, el perito psiquiatra del Estado reiteró que no pudo evaluar al 

peticionario. Finalmente, se fijó otro señalamiento de vista de 

procesabilidad para el 12 de enero de 2018. 

  Conforme a la prueba unida al recurso de epígrafe, no fue 

sino hasta el 9 de marzo de 2018 que el perito psiquiatra del Estado 

informó al Tribunal, durante la vista celebrada, que pudo evaluar al 

peticionario. En síntesis, aquél opinó que el peticionario no era 

procesable al momento, hallazgo que acogió el Tribunal. Fue 

entonces cuando se ordenó el traslado del peticionario, de la 

institución correccional en la que se encontraba ingresado como 

sumariado, al Hospital de Psiquiatría Forense para recibir el 

tratamiento correspondiente. Aparte, se fijó nuevo señalamiento 

para vista de procesabilidad de seguimiento para el 25 de mayo de 

2018. 

  Durante la vista señalada, y como en ocasión anterior, se 

informó al Tribunal que no se pudo evaluar al peticionario. Se 

advirtió que tampoco se había concretado el traslado del 

peticionario al Hospital de Psiquiatría Forense, para lo cual, 

nuevamente el Tribunal lo dispuso. La siguiente vista de 

seguimiento se señaló para el 8 de junio de 2018, y celebrada que 

fuera, se volvió a reseñalar una vista se seguimiento por la falta de 

evaluación del peticionario.  

  La vista de seguimiento quedó pautada para el 22 de junio de 

2018. No obstante, resultó en un nuevo reseñalamiento para el 13 

de julio de 2018. Lo anterior, en vista de que el perito informó que 

no podría comparecer a la vista. De igual forma, el Tribunal señaló 

que no se había evaluado al peticionario. 

  El día 13 de julio de 2018, se repitió la situación de que el 

perito psiquiatra del Estado informara al Tribunal que no evaluó al 

peticionario. En esta ocasión, la representación legal del peticionario 

solicitó entonces la desestimación del caso; que se pusiera en 
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libertad al peticionario; y pidió que de entenderse que aquél 

necesitaba tratamiento por condición mental, se activaran los 

mecanismos de internación civil al amparo de la Ley de Salud 

Mental de Puerto Rico, Ley 408-2000. Destacó que el peticionario 

había pasado ya (1) año en custodia del Estado, sumariado por no 

haber podido prestar fianza, y ello, dentro de un caso en el que a fin 

de cuentas la pena máxima a la que se exponía era de (6) meses por 

enfrentar la acusación de un delito menos grave. Adujo que el 

peticionario había sido objeto de una detención preventiva, en 

exceso de (6) meses, por lo cual era susceptible de excarcelación 

mediante habeas corpus. Sugirió que al peticionario se le debía 

tener por cumplido, en consideración a un precedente establecido 

en un caso de 2015, cuya información no pudo precisar en el 

momento.  

  El TPI no acogió la contención expuesta por la representación 

legal del peticionario. Descartó la teoría de que el peticionario 

llevara un año sumariado. Indicó que el procedimiento criminal se 

había paralizado desde que se solicitó y el Tribunal proveyó para la 

evaluación psiquiátrica del peticionario conforme a la Regla 240 de 

Procedimiento Criminal. Agregó que el peticionario en efecto había 

sido evaluado, declarado no procesable y que fue trasladado al 

Hospital de Psiquiatría Forense donde estaba recibiendo 

tratamiento. Todo lo anterior se notificó en el dictamen recurrido. 

  En el recurso de certiorari presentado, el peticionario a través 

del representante legal insistió que es un anciano, indigente, sin 

techo, ostensiblemente paciente de salud mental, y que bajo 

declaración de no procesabilidad, llevaba más de un año bajo la 

custodia del Estado en medio de un proceso penal por un delito 

menos grave, cuya pena máxima representaría (6) meses de 

reclusión. Arguyó que su detención afectaba sus intereses 

libertarios y que tenía el efecto de que este hubiera cumplido, al 
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momento, más del doble de la pena a la que se expondría de haber 

sido ya encontrado culpable y sentenciado. Aparte, enfatizó que se 

le está privando de beneficiarse de recibir tratamiento, por la vía 

civil, al amparo de la Ley de Salud Mental.  

  Más tarde, mediante moción informativa, el peticionario 

compareció por conducto de su representación legal para advertir 

que el 10 de agosto de 2018 se celebró otra vista de seguimiento de 

procesabilidad. Acompañó su moción con copia de una Resolución 

emitida en igual fecha, la cual, resumió las incidencias de la vista. 

En el señalamiento, el perito psiquiatra del Estado compareció y 

opinó, por segunda ocasión, que el peticionario se encontraba no 

procesable. Conforme al dictamen emitido, el TPI acogió la opinión 

del perito y reafirmó la orden para que el peticionario permaneciera 

ingresado en el Hospital de Psiquiatría Forense recibiendo 

tratamiento. Finalmente, el TPI señaló vista de seguimiento para el 

12 de octubre de 2018.  

  En su moción informativa cuestionó que se extendiera este 

procedimiento. Arguyó que para el próximo señalamiento, el 

peticionario tendría cumplido ya (1) año y (3) meses bajo la custodia 

del Estado. Enfatizó en que la mayoría de ese tiempo, en realidad, lo 

ha cumplido estando en prisión. Trajo a la atención de este Foro que 

la Regla 240 de Procedimiento Criminal no establece cuál es el 

término razonable para concluir el proceso. Invitó a que 

consideráramos cuanto más habría de esperarse para que se evalúe 

una determinación de no procesabilidad permanente. Se planteó 

que ya ha transcurrido un término razonable para considerar ese 

tipo de determinación, ello, ante el hecho de que el peticionario ya 

ha estado en custodia del Estado por un término que duplica la 

pena que se le hubiera impuesto de haber sido ya procesado y 

sentenciado.  
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  Tomando en cuenta lo anterior, discutimos el derecho 

aplicable. 

II 

 La Regla 240 de Procedimiento Criminal, supra, en lo 

atinente, dispone que: 

En cualquier momento después de presentada la 

acusación o denuncia y antes de dictarse la 

sentencia, si el tribunal tuviere base razonable para 

creer que el acusado está mentalmente incapacitado, 

inmediatamente suspenderá los procedimientos y 

señalará una vista para determinar el estado mental del 

acusado. Deberá el tribunal designar uno o varios 

peritos para que examinen al acusado y declaren sobre 

su estado mental. Se practicará en la vista cualquier 

otra prueba pertinente que ofrezcan las partes.  

 Una vez se estima que hay base razonable, el tribunal tiene 

que paralizar ipso facto todos los procedimientos, señalar una vista 

para determinar la condición mental del imputado, y nombrar uno o 

varios peritos para que evalúen al imputado y atestigüen sobre su 

condición mental. Pueblo v. Santiago Torres, 154 DPR 291, 301 

(2001). Sobre el mismo particular se ha expresado que uno de los 

efectos de una determinación de no procesabilidad, conforme a lo 

dispuesto en la mencionada Regla 240, es que el acusado 

permanecerá bajo la jurisdicción del tribunal. Otro de sus efectos, 

es la suspensión del procedimiento criminal, en aras de 

salvaguardar el derecho del acusado hallado judicialmente 

improcesable a un juicio justo, a tenor con la cláusula 

constitucional de debido proceso de ley. La suspensión del proceso 

criminal, en virtud de una determinación de no procesabilidad, 

pretende evitar la injusticia de requerirle a un acusado que enfrente 

un proceso criminal cuando éste no está mentalmente capacitado 
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para ayudar en su defensa. Ruiz v. Alcaide, 155 DPR 492, 501 

(2001). 

  Del texto de la referida Regla 240 no surge disposición alguna 

relacionada al período que podría estar recluido el acusado de delito 

en una institución adecuada recibiendo tratamiento, cuando se ha 

determinado que no está procesable. Íd., págs. 500-501. Pero, lo que 

sí ya se ha aclarado es que un acusado hallado improcesable no es 

acreedor de una excarcelación, por virtud de haber estado recluido 

en una institución hospitalaria recibiendo tratamiento médico, ello, 

en exceso del término para la detención preventiva de (6) meses 

dispuesto por la Constitución de Puerto Rico. Mientras la persona se 

encuentra no procesable, y esté recluido en una institución 

recibiendo tratamiento, no puede ser juzgado, convicto o 

sentenciado por consideraciones de debido proceso de ley. Por lo 

tanto, éste no se encuentra sumariado en espera de la celebración 

del juicio, razón por la cual no le cobija la protección constitucional 

sobre el término máximo de detención preventiva. Íd., pág. 506. En 

resumen, considerada la finalidad y los efectos de una 

determinación de no procesabilidad, así como el propósito del 

término máximo de seis (6) meses de detención preventiva, un 

acusado hallado judicialmente no procesable, que se encuentra 

internado en una institución adecuada del Estado recibiendo 

tratamiento médico, no es acreedor de una “excarcelación” a tenor 

con disposición constitucional que provee la protección contra una 

detención preventiva en exceso de (6) meses, a saber Sec. 11 del Art. 

II de la Constitución de Puerto Rico). Íd., pág. 505. 

  Ciertamente, el Estado tiene un interés legítimo de proteger a 

la comunidad de personas que por su condición mental le 

representan un peligro. A tales efectos, existen normas estatutarias 

que proveen para la internación de esas personas, mediante 

procedimientos de naturaleza civil, no punitiva. El Estado no tiene 
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un interés en internar involuntariamente a personas que realmente 

no constituyen un peligro o representen un riesgo inminente de 

causar daño por razón de trastorno mental. Íd., pág. 508. 

  A tenor con la Regla 240 de Procedimiento Criminal, podría 

resultar excesiva e injustificada la internación indefinida en una 

institución adecuada del Estado. El ingreso indefinido de un 

acusado no procesable generalmente resulta justificado cuando la 

persona recluida cumple con los estándares para ser internado 

involuntariamente mediante el procedimiento de internación civil 

contemplado por ley, en protección de sí mismo, de otras personas o 

de la propiedad. Íd., págs. 509-510.  

  El Tribunal Supremo ha expresado que de transcurrir un 

tiempo razonable sin hallar procesable a un imputado, deberá 

señalarse una vista para determinar si éste es no procesable 

permanentemente. El tribunal notificará y celebrará una vista 

exclusivamente a tales fines, en donde de determinar la no 

procesabilidad permanente, archivará los cargos, y dispondrá si lo 

libera o si ordena que se proceda con los trámites de internación 

civil, conforme con la Ley de Salud Mental, supra. Pueblo v. Santiago 

Torres, 154 DPR 291, 315 (2001). 

  Por otro lado, en Pueblo v. Méndez Pérez, 193 DPR 781, 783 y 

792-793 (2015), se resolvió que una persona acusada no deja de 

estar bajo la custodia y la jurisdicción del Estado por el hecho de no 

encontrarse procesable. Los cargos criminales continúan pendientes 

y la razón del tratamiento es que el acusado recupere la capacidad 

para que pueda ser sometido al proceso y juzgado. Tampoco se trata 

en estos casos de un privilegio o de una decisión voluntaria; el juez, 

bajo fundamentos de debido proceso de ley, está obligado a 

suspender los procedimientos y ordenar el traslado para 

tratamiento. Es decir, a pesar del tratamiento clínico, el Estado 
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continúa privando de su libertad al acusado de una manera 

coercitiva.  

  Bajo esos supuestos, se determinó que el periodo de tiempo 

que una persona acusada estuvo no procesable debe descontarse de 

la pena impuesta mediante sentencia; lo anterior, si se hubieran 

reanudado los procesos por la persona acusada haber advenido 

procesable. En específico, se destacó que en el caso de un acusado 

sumariado que es declarado no procesable, éste continúa estando 

privado de su libertad. Más aún, para efectos de la Regla 182 de 

Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, y del Artículo 68(a) del 

Código Penal, 33 LPRA §5101, que reglamentan el tiempo que ha de 

abonarse a la sentencia, se le debe descontar al término de la 

condena no sólo el tiempo que estuvo en detención preventiva sino 

también el tiempo que siguió privado de su libertad luego de que se 

suspendieran los procedimientos por razón de no ser procesable.  

  Basándonos en estos principios de derecho, concluimos lo 

siguiente. 

III 

  En este caso, el peticionario está acusado por la alegada 

comisión de una agresión simple. Por no prestar fianza, figuró 

durante parte del procedimiento como sumariado. Posteriormente, a 

instancia de su representación legal, el TPI halló base razonable 

para creer que en efecto estaba no procesable. En ese momento, el 

procedimiento criminal se paralizó. Más tarde, se le recluyó en el 

Hospital de Psiquiatría Forense para recibir tratamiento. 

  Lo cierto es que mientras perdure su estadía como acusado 

no procesable, el peticionario no figura como sumariado. Bajo la 

determinación de no procesabilidad, el periodo de tiempo que ha 

estado bajo la custodia del Estado, aunque fuera superior a (6) 

meses, no ha sido en detención preventiva. Por ello, no es acreedor a 

la excarcelación mediante recurso de habeas corpus. Ahora bien, 
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somos conscientes que el peticionario no puede estar recluido ad 

infinitum en Psiquiatría Forense mientras perdure su no 

procesabilidad.  

  Tomando en cuenta las circunstancias fácticas de este caso, 

determinamos abstenernos de intervenir con el dictamen recurrido 

por no detectar ninguno de los criterios que nos guían y autorizan a 

intervenir con la discreción judicial del foro primario en esta etapa 

de los procedimientos. Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, supra. En consecuencia, se devuelve el caso a la sala 

de origen para la continuación de los procedimientos. Así lo 

hacemos, a los fines de evitar una dilación mayor a la que al 

momento ha experimentado este proceso. Ahora bien, conforme al 

ordenamiento procesal vigente, en la vista de seguimiento pautada 

para 12 de octubre de 2018, corresponde que se presente prueba 

sobre el estado mental del peticionario que permita al foro primario 

determinar el curso a seguir.  

IV 

  EN MÉRITO DE LO ANTERIOR, se deniega la solicitud para la 

expedición del auto de certiorari. Regla 40(F) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40(F). Se ordena la 

devolución del caso al foro primario para la continuación de los 

procedimientos. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


